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Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de octubre de 2018 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 
octubre de 20181, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la 
Unidad de Evaluación y Control: 
INICIO 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

SERVIDORES PÚBLICOS. SU CONDUCTA COMO SIMPLES CIUDADANOS, AL 
MARGEN DE SUS FUNCIONES, NO FORMA PARTE DEL INTERÉS LEGÍTIMO DE LA 
ADMINISTRACIÓN Y NO PUEDE SER OBJETO DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO, 
SALVO QUE CAUSE PERJUICIO AL SERVICIO, DADA SU NATURALEZA. 

ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS PARA HACER CONSTAR FALTAS 
COMETIDAS POR EL TRABAJADOR. SU INCOMPARECENCIA EN EL 
PROCEDIMIENTO LLEVADO A CABO POR EL PATRÓN, NO GENERA LA 
PRESUNCIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE LOS HECHOS IMPUTADOS, QUE HAGA 
INNECESARIA SU RATIFICACIÓN EN SEDE JUDICIAL. 

PRUEBA DOCUMENTAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SI EXISTE LA 
PRESUNCIÓN DE QUE EL QUEJOSO NO SE ENCONTRABA EN POSIBILIDAD DE 
CUMPLIR CON LA CARGA PROCESAL ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 121 DE LA 
LEY DE AMPARO, O LOS ELEMENTOS PARA COLEGIR QUE PUEDE ESTAR EN 
RIESGO SU INTEGRIDAD FÍSICA O SU VIDA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE 
REQUERIR LOS DOCUMENTOS OFRECIDOS Y ADMITIDOS AL SERVIDOR 
PÚBLICO QUE LOS POSEA. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

PLENOS DE CIRCUITO 

FOTOCOPIAS CERTIFICADAS DE LOS RESULTADOS DE LOS EXÁMENES DE 
CONTROL DE CONFIANZA. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE CONOZCA DEL 
JUICIO DE AMPARO DEBE VALORAR LA AUTORIZACIÓN DE LA SOLICITUD, EN 
TÉRMINOS DE LA LEGISLACIÓN LOCAL CORRESPONDIENTE, SIN PERJUICIO DE 
JUSTIFICAR LOS DATOS QUE, EN SU CASO, SE CLASIFIQUEN COMO 
CONFIDENCIALES O RESERVADOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 

SERVIDOR PÚBLICO A QUIEN SE IMPONE UNA MULTA EN UN JUICIO LABORAL 
BUROCRÁTICO EN SU CARÁCTER DE TITULAR DEMANDADO. PUEDE PROMOVER 
EL JUICIO DE AMPARO A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 134 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
ESTADO. 

 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 5, 19 y 26 de octubre de 2018. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018157  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.III.A. J/53 A (10a.)  

 

FOTOCOPIAS CERTIFICADAS DE LOS RESULTADOS DE LOS EXÁMENES DE 
CONTROL DE CONFIANZA. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE CONOZCA DEL 
JUICIO DE AMPARO DEBE VALORAR LA AUTORIZACIÓN DE LA SOLICITUD, EN 
TÉRMINOS DE LA LEGISLACIÓN LOCAL CORRESPONDIENTE, SIN PERJUICIO DE 
JUSTIFICAR LOS DATOS QUE, EN SU CASO, SE CLASIFIQUEN COMO 
CONFIDENCIALES O RESERVADOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
 
Si la información la requiere la autoridad jurisdiccional para incorporarla en algún 
procedimiento, para facilitar la defensa del quejoso y su posterior análisis en la sentencia, 
el sujeto obligado tenedor de aquélla deberá entregarla con apoyo en los artículos 22, 
fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Jalisco y sus Municipios y 15 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus Municipios, sin perjuicio de hacer mención 
de los datos que calificare de confidenciales o reservados, o ambos, derivados de la 
aplicación de las evaluaciones a las cuales se sometió el examinado, con la finalidad de 
hacer saber a la entidad solicitante que por ese hecho adquiere el carácter de responsable 
en el uso de esa información, a partir de lo cual, su manejo debe ajustarse a la normativa 
aplicable; por ende, si después dicho órgano jurisdiccional –Juez de Distrito u otro que 
conozca del juicio de amparo– recibe la petición de expedición de fotocopias certificadas 
de los resultados de las evaluaciones de control de confianza, elaborada por el sujeto 
evaluado y quejoso, entonces, ese órgano jurisdiccional, ya en calidad de sujeto obligado, 
debe valorar la autorización correspondiente con apego a las exigencias de la legislación 
local, porque la solicitud de mérito debe examinarse caso por caso para no transgredir las 
disposiciones de la legislación especial aplicable en materia de transparencia y la 
correspondiente a la protección de datos y, concomitantemente, evitar la generación de la 
imposibilidad del ejercicio del derecho de defensa del sujeto pues, si la información referida 
contiene partes o secciones que pueden calificarse de información reservada o confidencial, 
o ambas, debe evaluarse la parte que será autorizada, a fin de no impedir el ejercicio del 
derecho de defensa o, en su defecto, hacer la justificación conducente para indicar si es o 
no necesaria su entrega con respecto a la solicitud de ejercer la defensa, es decir, debe 
cuidarse que la petición de la información no obedezca a fines desleales y de ahí la 
posibilidad de elaborar una versión pública para entregarla al solicitante de las fotocopias 
certificadas mencionadas. 
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PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 30/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto 
y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 25 de junio de 2018. 
Unanimidad de siete votos de los Magistrados Mario Alberto Domínguez Trejo, René Olvera 
Gamboa, Enrique Rodríguez Olmedo, Hugo Gómez Ávila, Lucila Castelán Rueda, Jorge 
Héctor Cortés Ortiz y Moisés Muñoz Padilla. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. 
Secretario: Miguel Mora Pérez.  
 
Criterios contendientes:  
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 205/2016, y el diverso sustentado por el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 222/2017.  
 
Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 
del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 
similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 
tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 30/2017, resuelta por el 
Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 22 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018213  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.125 A (10a.)  
 

SERVIDORES PÚBLICOS. SU CONDUCTA COMO SIMPLES CIUDADANOS, AL 
MARGEN DE SUS FUNCIONES, NO FORMA PARTE DEL INTERÉS LEGÍTIMO DE LA 
ADMINISTRACIÓN Y NO PUEDE SER OBJETO DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO, 
SALVO QUE CAUSE PERJUICIO AL SERVICIO, DADA SU NATURALEZA. 

 
De conformidad con el artículo 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la tesis aislada 1a. CCIX/2013 (10a.), sustentada por la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CONDICIONES DE 
APLICACIÓN DEL SISTEMA CONSTITUCIONAL RELATIVO (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXIX-H, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).", la normativa relativa al sistema de responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos tiene como objetivo, regular las obligaciones de 
éstos para que actúen conforme a los deberes propios de su función y a los principios de 
legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia, mandatos de optimización que deben 
cumplir, invariablemente, en el desempeño de su cargo, empleo o comisión. Por lo cual, la 
disciplina exigida está vinculada con el adecuado y eficiente ejercicio de la función pública 
y, en esa medida, se imponen códigos de conducta y comportamientos, distintos de los 
exigibles a otras personas, precisamente con el objetivo de garantizar a la ciudadanía, como 
un derecho fundamental, una adecuada respuesta del Estado, pero sin que ello deba 
trascender a la órbita de conductas o libertades que, en su vida privada, correspondan a 
quienes puedan tener el carácter formal de servidores públicos. Así, la responsabilidad 
administrativa imputable a un servidor público, necesariamente debe estar relacionada, 
directa o indirectamente, con la inobservancia a los principios constitucionales señalados, 
pues el interés legítimo de la administración, en su conjunto, es el de servir con objetividad 
a los intereses generales, en particular al de asegurar el funcionamiento eficaz del servicio 
público que les ha sido encomendado. Por tanto, la conducta de dichos servidores, como 
simples ciudadanos, al margen de sus funciones, no forma parte del interés legítimo de la 
administración pública y no puede ser objeto del régimen disciplinario, salvo que redunde 
en perjuicio del servicio, dada su naturaleza. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo directo 628/2017. Adán López Cruz. 10 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: José Arturo Ramírez Becerra. 
 
Nota: La tesis aislada 1a. CCIX/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXII, Tomo I, julio de 2013, 
página 568. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018109  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de octubre de 2018 10:29 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.180 L (10a.)  
 

ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS PARA HACER CONSTAR FALTAS 
COMETIDAS POR EL TRABAJADOR. SU INCOMPARECENCIA EN EL 
PROCEDIMIENTO LLEVADO A CABO POR EL PATRÓN, NO GENERA LA 
PRESUNCIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE LOS HECHOS IMPUTADOS, QUE HAGA 
INNECESARIA SU RATIFICACIÓN EN SEDE JUDICIAL. 
 
De la jurisprudencia de la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 181-186, 
Quinta Parte, enero a junio de 1984, página 67, de rubro: "ACTAS ADMINISTRATIVAS, EN 
INVESTIGACIÓN DE FALTAS DE LOS TRABAJADORES. DEBEN SER RATIFICADAS.", 
se advierte que las actas administrativas levantadas en la investigación por las faltas 
cometidas por los trabajadores, para que adquieran pleno valor probatorio deben ser 
ratificadas ante el órgano jurisdiccional por quienes las suscriben para dar oportunidad a la 
contraparte de repreguntar a sus firmantes y desvirtuar los hechos contenidos en ellas, aun 
cuando éstas no hayan sido objetadas; lo anterior, salvo que el trabajador acepte plena y 
expresamente su responsabilidad, ya sea en el acta administrativa o en cualquier actuación 
dentro del procedimiento de investigación o, incluso, en la demanda laboral, siempre que 
de dicha manifestación se colija que admite la falta cometida respecto de los hechos que 
se le atribuyen como causal de separación del trabajo; de ahí que si el trabajador no 
comparece en el procedimiento llevado a cabo por el patrón, concretamente, a la 
celebración del acta administrativa relativa, no puede generarse en su perjuicio la 
presunción de que cometió la conducta que se le atribuye, de forma que sea innecesario 
ratificarla por sus signantes ante el órgano jurisdiccional; en primer lugar, porque la Ley 
Federal del Trabajo no prevé una consecuencia de este tipo cuando aquél no se presenta 
al procedimiento que el patrón desarrolla para determinar si rescinde o no la relación laboral; 
y, en segundo, porque dicha investigación únicamente tiene por objeto dar oportunidad al 
trabajador de defenderse de las faltas que se le atribuyen, esto es, evitar que sea privado 
de su empleo sin que se sustancie una investigación en la que pueda defenderse. Por tanto, 
la consecuencia de que el trabajador no comparezca a aquélla, sólo puede ocasionar que 
se le tenga por perdida su oportunidad para defenderse, para alegar y ofrecer pruebas ante 
el patrón para desvirtuar la conducta que se le imputa; pero no puede generar una 
presunción que haga innecesaria la ratificación del acta administrativa correspondiente; de 
ahí que solamente podrá eximirse al patrón de perfeccionar el acta administrativa cuando 
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el trabajador admita plena y expresamente su responsabilidad dentro de dicho 
procedimiento, o en el propio juicio laboral, de conformidad con el artículo 794 de la Ley 
Federal del Trabajo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 579/2017. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos 
Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 
 
Amparo directo 544/2017. 21 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 
UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 

DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 
 
 

 
 

8 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220 

INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018265  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.L. J/42 L (10a.)  
 

SERVIDOR PÚBLICO A QUIEN SE IMPONE UNA MULTA EN UN JUICIO LABORAL 
BUROCRÁTICO EN SU CARÁCTER DE TITULAR DEMANDADO. PUEDE PROMOVER 
EL JUICIO DE AMPARO A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 134 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
ESTADO. 
 
Los integrantes de las unidades encargadas de la defensa jurídica de la institución que 
hayan sido designados en la forma establecida en el artículo 134 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, podrán promover el juicio de amparo en nombre de la 
persona física que ocupa el cargo de titular demandado, afectado por la imposición de una 
multa dentro del procedimiento laboral burocrático, porque la figura de la representación 
prevista en el segundo párrafo del numeral citado responde a la misma finalidad que 
destaca la tesis de jurisprudencia 2a./J. 142/2017 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "SERVIDOR PÚBLICO A 
QUIEN SE IMPONE UNA MULTA EN EL JUICIO DE AMPARO EN SU CARÁCTER DE 
AUTORIDAD RESPONSABLE. PUEDE RECURRIRLA A TRAVÉS DE SUS 
REPRESENTANTES O DELEGADOS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 9o. DE LA LEY DE 
AMPARO.", es decir, procura la no distracción de las labores de los titulares de las 
dependencias públicas para mantener la fluidez y continuidad de los trabajos y actividades 
de la dependencia, su titular y demás funcionarios. Lo anterior, no implica que la persona 
moral oficial tenga legitimación como parte en la interposición del amparo, ni libera al 
servidor público de cubrir la multa mencionada, si no prospera el amparo o se le niega la 
protección constitucional. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 5/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo, Tercero y Noveno, todos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 17 de 
septiembre de 2018. Mayoría de nueve votos de los Magistrados Osiris Ramón Cedeño 
Muñoz, Julia Ramírez Alvarado, Jorge Villalpando Bravo, Edna Lorena Hernández 
Granados, Ricardo Rivas Pérez, Noé Herrera Perea, Ángel Ponce Peña, Francisco Javier 
Patiño Pérez y José Antonio Abel Aguilar Sánchez. Disidentes: María del Rosario Mota 
Cienfuegos, Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso, Elisa Jiménez Aguilar, Víctor Ernesto 
Maldonado Lara, Herlinda Flores Irene, Juan Alfonso Patiño Chávez y Alicia Rodríguez 
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Cruz. Ausente: Integrante por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado. Ponente: Jorge Rafael 
Olivera Toro y Alonso. Encargado del engrose: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: César 
Alejandro Rivera Flores. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver la queja 91/2016, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 40/2018, y el diverso 
sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 
resolver la queja 52/2018. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 142/2017 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 49, Tomo I, 
diciembre de 2017, página 775. 
 
En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del similar 
8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma 
parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 5/2018, resuelta por el Pleno en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 29 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018253  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: II.2o.4 K (10a.)  
 

PRUEBA DOCUMENTAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. SI EXISTE LA 
PRESUNCIÓN DE QUE EL QUEJOSO NO SE ENCONTRABA EN POSIBILIDAD DE 
CUMPLIR CON LA CARGA PROCESAL ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 121 DE LA 
LEY DE AMPARO, O LOS ELEMENTOS PARA COLEGIR QUE PUEDE ESTAR EN 
RIESGO SU INTEGRIDAD FÍSICA O SU VIDA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE REQUERIR 
LOS DOCUMENTOS OFRECIDOS Y ADMITIDOS AL SERVIDOR PÚBLICO QUE LOS 
POSEA. 
 
De conformidad con el precepto mencionado, existen dos supuestos en que el juzgador 
puede requerir a otras autoridades la remisión de documentos ofrecidos como pruebas por 
las partes en el juicio de amparo indirecto, esto es, cuando: a) estén bajo el resguardo de 
algún servidor público, ante la eventualidad de que su expedición o entrega no se lleve a 
cabo a pesar de haber sido requeridos oportunamente; y, b) se trate de actuaciones 
concluidas originales, a petición de cualquiera de las partes. Hipótesis las anteriores que 
no son aplicables cuando exista: i) la presunción de que el interesado, por la calidad en la 
que se encontraba (recluido), no tenía posibilidad de cumplir con la carga procesal impuesta 
en el propio artículo, es decir, allegarse de los documentos respectivos que ofreció como 
prueba en el juicio de amparo, solicitándolos a las autoridades responsables y, en caso de 
negativa de éstas, pedir al Juez Federal que efectuara un requerimiento a las omisas, a fin 
de que los remitieran directamente en un plazo no mayor a diez días, o bien, ii) elementos 
para colegir que puede estar en riesgo la integridad física o la vida del quejoso; 
circunstancias en las que será suficiente que dichos medios de convicción se oferten, a fin 
de que el Juez de Distrito los requiera al servidor público que los posea, y se cumpla con el 
derecho de acceso a la tutela judicial efectiva, previsto en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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